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LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES

- REPUBLICA DOMINICANA-
  En estos tiempos, hemos sido testigos del resurgimiento, extensión y desarrollo de las luchas por la defensa de los derechos humanos en el mundo. Esta dinámica ha cubierto diversos aspectos, desde avances en las definiciones conceptuales, hasta prácticas vigorosas de defensa efectiva de los mismos. En el medio de esos extremos, otras acciones se han enfocado en la actualización de los marcos jurídicos, la creación de instituciones de vigilancia y defensoría; y sobre todo, a la generación de espacios y mecanismos de representación, tanto en las expresiones de alerta, como en los intereses de los propios ciudadanos.

La defensa de los derechos humanos, es una vía para luchar contra los efectos de los esquemas de desigualdad social, evidentes en todos los planos de la vida cotidiana. Por esa razón, los grupos sociales más afectados en el pleno ejercicio de sus derechos, son aquellos cuya vulnerabilidad es mayor, precisamente por sus posiciones más desventajosas en la escala social, o bien, porque sufren algún tipo de discriminación, por razones de orden político, ideológico, religioso o étnico.

Las consideraciones de orden global en materia de derechos de las personas se concretaron en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 30 de diciembre de 1948. Dicho instrumento constituye el primer catálogo, a nivel internacional de los derechos del hombre. En una conjunción armoniosa de derechos civiles y políticos, así como de derechos económicos y sociales, con énfasis de la igualdad y libertad ante  la discriminación".

En ese sentido, todos los derechos humanos aplican a los migrantes, pero existen ciertos derechos relacionados con el movimiento, que son particularmente relevantes en el contexto de la migración; por ejemplo, el derecho a la libertad de movimiento, el derecho de asilo, el derecho a la nacionalidad, y el derecho a la unidad familiar. No existe una categoría distinta de "derechos de la migración", dentro de la gama de derechos  establecidos por la comunidad internacional. Los derechos que son relevantes para los migrantes, surgen a partir del derecho internacional, en lo que respecta a  derechos humanos, derecho sobre trabajadores migrantes y derecho humanitario.
La migración es un aspecto principal del mundo globalizado. Como fenómeno social, trae consigo la necesidad de ajustes legales e institucionales dentro de la sociedad, y en particular, en el mercado del trabajo. El lado oscuro y problemático de la migración masiva, queda expuesto en los trabajadores migrantes ilegales. La contratación de éstos indocumentados, ocasiona una competencia desleal a todo negocio o empresa que mantenga a migrantes nacionales y extranjeros en condiciones de legalidad. En ese sentido, existe el reto de promover la integración del trabajador migrante y de su familia, así como establecer un trato justo e igualitario, en el marco de referencia del Estado de derecho. Al mismo tiempo, dado que  República Dominicana, ni otra nación contemporánea por sí sola puede hacerle frente al flujo migratorio ilegal de hoy en día, se requieren esfuerzos conjuntos (bilaterales y multilaterales), conforme a los derechos humanos establecidos por las Naciones Unidas, para instaurar canales flexibles y eficientes, y así  lograr una migración legal, que se traduzca en una adecuada coordinación entre las naciones originarias y  receptoras de  migración.

  Frecuentemente, los Estados han abordado  la migración irregular, sólo a través del campo de la soberanía, la seguridad fronteriza o al cumplimiento de la ley, a veces dirigidos por circunscripciones locales hostiles. A pesar de que los Estados tienen intereses legítimos en asegurar sus fronteras y ejercer controles de inmigración, dichas preocupaciones no pueden, por cuestiones de derecho internacional, prevalecer sobre las obligaciones del Estado de respetar los derechos humanos de todas las personas.
  La República Dominicana es uno de los países que realiza mayores sacrificios por proteger y garantizar los derechos del migrante, en su doble condición de Estado emisor y receptor. En su Constitución y  sus leyes, están claramente definidos estos derechos. En ese sentido, podemos citar algunos artículos de la Constitución dominicana de Enero del 2010:  

 

1.      La universalidad del derecho a la educación gratuita estatal, en igualdad de 

         Condiciones  entre nacionales y extranjeros.

2.      La cobertura universal de salud  para todos  los habitantes del territorio.

3.      La aclaración del estatuto de nacionalidad.

4.      Los derechos de  cuarta generación, medio ambientales, colectivos, difusos, 

         etc.

5.      La instauración del defensor del pueblo.

6.      La creación de un tribunal de garantías constitucionales.

   Por estas razones,  todo extranjero que reside legal o ilegalmente en territorio nacional, tiene garantizados todos sus derechos, y respeto a su dignidad, por lo que:
 

(i)Si ingresa de manera voluntaria, no de manera forzada, puede, si así lo decide, abandonar el territorio nacional.

(ii) Si labora, recibe un salario establecido de común acuerdo y conforme a la normativa vigente.

(iii) Las remuneraciones son equivalentes por el tipo de labor, independientemente de la raza, el género o  nacionalidad de quien realiza la labor. 

(iv) Se le garantiza la libertad sindical y de asociación.

(v) Recibe igual trato en lo que concierne a sus prestaciones laborales establecidas por ley, de conformidad con el Código Laboral.

(vi) Puede hacer valer sus derechos laborales en el Ministerio de Trabajo.

(vii) Se le garantiza el acceso a los tribunales nacionales, así como también, a los medios de comunicación social, foros institucionales y eclesiales, nacionales e internacionales, sin que por ello pueda ser objeto de sanciones ni represiones.

(viii) Tiene libre acceso al respaldo y protección de diversos servicios eclesiales, múltiples ONGs e instituciones bilaterales, y a los diferentes medios de comunicación  nacionales e internacionales.

(ix) Disfruta de libertad para circular por todo el territorio nacional, igualmente libre movilidad de un sector a otro de la economía, de empresa o lugar de trabajo. 

(x) Comparte igual cantidad y calidad de servicios que los nacionales, pues en ningún momento se le sitúa o se le obliga a residir en sitios exclusivos para ellos, segregados o aislados del resto de la población dominicana.

(xi) Diferenciado exclusivamente en función de su situación económica, posee igual acceso a las oportunidades y a los servicios existentes en el país.

(xii) Los que llegan temporalmente de último, sin calificaciones laborales y por la vía ilegal, no necesariamente acceden de inmediato a las mejores opciones y condiciones de vida disponibles, por eso permanecen en los estratos menos favorecidos de la sociedad; pero no por ello deja de registrarse, cada vez con más frecuencia, la promoción social en ambientes comerciales, académicos, empresariales y políticos.

(xiii) La vida cotidiana no transcurre en espacios segregados, sino los que interactúan de manera fluida con  miembros de distintos grupos, ya sean  en campos o en poblaciones urbanas.

 

 En lo que respecta a la Dirección General de Migración y la aplicación de la defensa de los derechos humanos de los migrantes, la misma ha establecido una política de tolerancia cero, en todos aquellos casos en los que se verifican  maltratos y violaciones de  los derechos de extranjeros ilegales por parte de los oficiales de control migratorio. Tan sólo en 2009-2010 , canceló a 120 oficiales. Igualmente, documentó con permisos temporeros a obreros agrícolas haitianos indocumentados –entre 8,011 – 2009 y 7,900 – 2010 bajando a raíz del terremoto en Haití por asuntos humanitarios. 

En el período 2003-2008, el Poder Legislativo aprobó la Ley 137-03 sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas, protegiendo así principalmente los derechos de las mujeres, de los niños y de los adolescentes. También, la Ley 136-03, relativa al Código para el Sistema de Protección y los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes. En igual tenor, la Ley 285-04  de Migración, cuyo reglamento de  ejecución está siendo analizado para su aprobación. Además de ratificar en el 2006, los Protocolos de Palermo contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes.
Respecto a la debida documentación de nacionales y extranjeros en el territorio nacional, la Junta Central Electoral inició en el 2005, diversos procesos concurrentes, tales como la depuración y la automatización del Registro Civil; la regularización de las declaraciones tardías; el registro de extranjeros recién nacidos en el Libro de Extranjería; y la debida documentación de dominicanos y de extranjeros con base en datos biométricos.  
En abril de 2007, en atención a la Ley 285-04 de Migración, la JCE dictó la Resolución No. 02-2007, que pone en vigencia el Libro Registro del Nacimiento del Niño de Madre Extranjera no Residente en República Dominicana, conocido como Libro de Extranjería. Gracias a éste, todo menor  nacido en el país de padres extranjeros, cuenta con la debida documentación oficial, y por ende, puede ser inscrito por sus progenitores en su delegación correspondiente.

El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, establecido de

Conformidad  con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, del 18 de junio de

2007, celebró su sexto período de sesiones, del 30 de noviembre al 11 de diciembre de 2009.  El examen de la República Dominicana se celebró en la tercera sesión, el 1º de diciembre

de 2009.
La posición de la RD  en el marco de los Derechos Humanos frente a la migración, sobre las recomendaciones formuladas y aprobadas, durante el diálogo interactivo, fueron las siguientes: 
1) Fortalecer la protección de los derechos humanos de todos los habitantes

de la República Dominicana, incluidos los migrantes (Chile).
 2) Seguir reforzando la política migratoria, de conformidad con las normas  internacionales para la promoción y protección de los derechos

  humanos , teniendo en cuenta que este fenómeno presenta importantes desafíos

para el país (Nicaragua).

3) Adoptar las medidas necesarias para dar nuevo impulso a las actividades

de la comisión mixta bilateral entre la República Dominicana y Haití (Haití).
4) Adoptar nuevas medidas para proteger los derechos de los migrantes, en

vista de las persistentes denuncias de violaciones de sus derechos (Ghana).

5) Colaborar con el Gobierno de Haití, para garantizar que los haitianos

que viven en la República Dominicana, tengan acceso adecuado a los

mecanismos de registro civil, a fin de acreditar la ciudadanía haitiana (Estados

Unidos). (Reuniones técnicas para seguir con las discusiones , auspiciadas por la OIM).

Terremoto de Haití
 El ano pasado el mundo fue testigo de la catástrofe ocurrida en Haití lo que provoco que,   la República Dominicana respondiera de forma humanitaria inmediata  a través de las instituciones del Estado, Sociedad Civil, y el Pueblo en sentido general,   con rapidez y precisión ilimitada, como muestras de solidaridad  frente a las devastadoras secuelas del terremoto, que  dejaron grandes pérdidas humanas y materiales en dicho país.

Las fronteras fueron abiertas de forma administrativa, el presidente de la Republica dispuso el cese de las repatriaciones, y producto de ello, aproximadamente 200,000 ciudadanos haitianos,  se desplazaron  hacia la Republica Dominicana durante el 2010.
El  Gobierno Dominicano dispuso una partida de RD$231 millones  para acudir en ayuda de las personas afectadas por el terremoto  en Haití. 
Entre otras cosas, la República Dominicana dispuso ayuda en  alimentos, equipos de rescate, atención médica, medicamentos y generadores eléctricos a Haití desde el día siguiente de la tragedia. Dos semanas después del terremoto, el gobierno dominicano, a través del Ministerio de Salud Pública, puso al servicio sus instalaciones de salud, atendiendo a 19,641 haitianos heridos, en toda la geografía nacional. Por su parte, los Comedores Económicos, entidad adscrita al Gabinete Social de la República Dominicana, entregaron cerca de 100,000 raciones cocidas diarias a los afectados, y cientos de miles de raciones crudas y agua cada día, además de la donación de dos cocinas móviles, para atender a decenas de miles diariamente
El gobierno dominicano también manifestó su apoyo en el marco del proceso de reconstrucción, técnicos dominicanos y técnicos de Haití se reunieron para el diseño de un plan de acción para refundar Puerto Príncipe, el gobierno se comprometió a suministrar 50 millones de dólares para la construcción de una nueva universidad en Haití y el mantenimiento de la asistencia humanitaria al pueblo haitiano a fin de contribuir a la reconstrucción y el desarrollo de esa nación

Queremos señalar además, que como parte integral de esta respuesta de ayuda humanitaria, los Organismos del Sistema de Naciones Unidas en la R.D., así como varias instituciones gubernamentales y no gubernamentales del país, aunaron esfuerzos y voluntades para la atención y protección de niños, niñas y adolescentes haitianos, trasladados al país para atención sanitaria, a raíz de  las consecuencias del terremoto.  En tal sentido, para dar respuestas, se organizo un Protocolo de Protección para Niños, niñas y adolescentes haitianos vulnerables, con la finalidad de que se garanticen todos sus derechos y necesidades a los mismos.  

Todo este esfuerzo por parte de la República Dominicana, constituye a  “una muestra más de nuestra solidaridad inquebrantable con el pueblo y el gobierno haitiano, en la búsqueda del camino irreversible hacia el desarrollo humano sostenible”.
La Republica Dominicana en su calidad de Presidencia Pro-tempore de la Conferencia Regional sobre Migración resalta la importancia de este evento que será del provecho de todos los que estamos participando y les reafirma su compromiso de seguir impulsando la lucha en beneficio de la población migrante más vulnerable.
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